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Indiciado: IJVG

Delito: Administración desleal.

Rad. # 66 001 60 00036 2.017 00270 01.

Procedencia: Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira.

Asunto: Se desatan sendos recursos de apelación interpuestos por la Fiscalía y la Defensa en contra de una decisión mediante la cual no se accedió a una petición de preclusión deprecada por la Fiscalía. Decisión: Se revoca la providencia confutada, y se decreta la preclusión de la actuación procesal.   

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

PROCEDIMIENTO PENAL / PRECLUSIÓN / PRINCIPIO DISPOSITIVO / EXCEPCIÓN
PRECLUSIÓN – Por regla general, se rige por el principio dispositivo.

… Uno de los principios que rigen a la preclusión es el principio dispositivo, según el cual la misma solamente puede ser ejercida a petición de parte, o sea por la Fiscalía, y de manera excepcional por la Defensa y el representante del Ministerio Público, quienes delimitarían el contexto de su pretensiones acorde con la causal de preclusión deprecada, la cual debe estar en consonancia con los hechos jurídicamente relevantes, y acreditada con los medios de conocimiento habidos en la actuación. … Es de anotar que la presencia del principio dispositivo se constituye en una especie de camisa de fuerza para la Judicatura, dado que la decisión que ha de tomar debe ser congruente con las pretensiones que le fueron propuestas; lo que en otras palabras nos quiere decir que la Judicatura no puede pronunciarse sobre temas ajenos de aquellos que le hayan sido postulados por las partes e intervinientes. 

… Empero, tal camisa de fuerza no es absoluta, porque excepcionalmente la Judicatura válidamente puede pronunciarse sobre una causal de preclusión diversa de aquella deprecada por las partes, siempre y cuando el peticionario incurra en un yerro, en un lapsus o en una confusión respecto de la causal de preclusión invocada, y acorde con su argumentación se logre inferir que la misma en verdad corresponde es a otra causal diferente, la cual, de contera, se encuentra en consonancia con los hechos objeto del proceso y de los medios de conocimiento habidos en la actuación.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL # 4

M.P. MANUEL YARZAGARAY BANDERA

PROVIDENCIA INTERLOCUTORIA DE 2ª INSTANCIA

Aprobada mediante acta # 249
Pereira, cuatro (4) de febrero de dos mil veinticinco (2.025)
Hora: 1:45 p.m. 
Indiciado: IJVG.
Delitos: Administración desleal y otros.
Rad. # 66001600003620170027001.
Procedencia: Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira.

Asunto: Se desatan sendos recursos de apelación interpuestos por la Fiscalía y la Defensa en contra de una decisión mediante la cual no se accedió a una petición de preclusión deprecada por la Fiscalía. 

Temas: Requisitos necesarios para la adecuación típica del delito de administración desleal. Ilegitimidad de la Defensa para poder fungir como apelante en aquellos casos en los que la Fiscalía sea quien haya deprecado la petición de preclusión. Diferencias entre la causal de preclusión de la atipicidad y la de la inexistencia de los hechos.
Decisión: Se revoca la providencia confutada, y se decreta la preclusión de la actuación procesal.   
ASUNTO:

Procede la Sala de Decisión Penal # 4 del Tribunal Superior de este Distrito Judicial a resolver los sendos recursos de alzada interpuestos y sustentado oportunamente por la Fiscalía y por la Defensa en contra de la providencia interlocutoria proferida por parte del Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira, con funciones de conocimiento, en las calendas del 13 de diciembre de 2.024, en el devenir de la indagación que se surte en contra del ciudadano IJVG, quien fue denunciado por incurrir en la presunta comisión del delito de administración desleal.
ANTECEDENTES:

Los hechos que concitan la atención de la Colegiatura, son producto de una denuncia instaurada el 30 de enero de 2.017 por parte de la Sra. GLORIA LILIANA OSORIO RÍOS — por intermedio de apoderado judicial — en contra del Sr. IJVG, en su calidad de representante legal de la sociedad “IJVG S.A.S.”.
En dicha denuncia, la Sra. GLORIA LILIANA OSORIO RÍOS expuso que actuaba en representación de los intereses del Sr. ESTEVEN VALENCIA OSORIO — según poder que le fuera otorgado — quien en su calidad de socio de la sociedad “IJVG S.A.S.” — de la cual es el titular del 100% de las acciones — se ha visto perjudicado por una serie de maniobras torticeras y fraudulentas llevadas a cabo por parte de IJVG, quien — a partir del año 2.016 — abusando de su cargo, de manera fraudulenta ha dispuesto — sin autorización de los socios — de unos bienes inmuebles de la sociedad, los cuales ha vendido e hipotecado sin justificar el ingresos o egresos de dineros de la sociedad. 
En lo que atañe con los actos de disposición patrimonial que se le reprocha al representante legal de la sociedad “IJVG S.A.S.”, en la aludida denuncia se adujo que el Sr. IJVG, mediante escritura pública # 3.650 del 28 de septiembre de 2.016, otorgada por la Notaria 3ª de este Circulo Notarial, constituyó una hipoteca a su propio nombre — por la suma de $10.000.000,oo — sobre noventa y tres parqueaderos de propiedad de la sociedad, los cuales se encuentran ubicados en el centro comercial Calle Real, a la altura de la calle 32 con carreras 7ª bis y 6ª de esta localidad. 
Finalmente, en la denuncia se expuso que los actos llevados a cabo por el Sr. IJVG, relacionados con la dilapidación del patrimonio de la sociedad, han generado un detrimento patrimonial de $500 millones de pesos. 
SINOPSIS DE LA ACTUACIÓN PROCESAL:
1) La Fiscalía — en las calendas del 07 de junio de 2.022 — radicó una petición de preclusión, acorde con la causal de la inexistencia del hecho, consagrada en el # 3º del artículo 332 del C.P.P.
2) El conocimiento de la actuación le correspondió al Juzgado 3º Penal del Circuito de esta localidad, ante el cual se llevaron a cabo las siguientes vistas públicas: 
i. Para el 28 de julio de 2.023 se convocó a las partes a una audiencia en la cual la Fiscalía expresó las razones y los motivos por los que consideraba que — acorde con la causal de preclusión de la inexistencia del hecho consagrada en el # 3º del artículo 332 del C.P.P. — se debía precluir la actuación, por cuanto el indiciado, al hipotecar unos bienes de la sociedad, no actuó de manera fraudulenta, dado que como consecuencia de su condición de socio gestor, acorde con los estatutos de la sociedad, estaba autorizado para proceder de semejante forma, y en consecuencia no pudo tener lugar la ocurrencia del delito de administración desleal.
ii. La audiencia prosiguió en vista pública celebrada el día 17 de octubre de 2.023, en donde también se escuchó al apoderado de las víctimas, quien se opuso a las pretensiones de la Fiscalía, al aducir que el indiciado actuó de manera fraudulenta a partir del momento en que — a espaldas del propietario del 100% de las acciones de la sociedad — transformó la tipología de la sociedad, la cual era una sociedad en comandita simple — S.C.S — y pasó a ser una sociedad por acciones simplificadas — S.A.S — para de esa forma adjudicarse así mismo una acción privilegiada, entre las cuales descollaba la de administrar la sociedad y percibir de manera vitalicia el 100% de sus utilidades.   

A partir de ese momento, expuso el apoderado de las víctimas, es que empezaron a darse los actos de administración desleal por parte del indiciado, los cuales tuvieron su clímax el 28 de septiembre de 2.016, calendas en las cuales el Sr. IJVG, actuando de manera inconsulta, procedió a hipotecar unos bienes de la sociedad, lo cual lo hizo con el torticero propósito de apropiarse de ellos.
iii. Finalmente, la Defensa intervino en audiencia celebrada el 06 de diciembre de 2.023, en la cual coadyuvó las pretensiones de la Fiscalía, y en consecuencia expuso que todo aquello que en la denuncia se le reprochó al indiciado no puede ser considerado como delito porque: a) El Sr. IJVG constituyó la sociedad como socio gestor, en la cual aportó sus bienes, los que eran el producto del trabajo de toda su vida, y como quiera que todo quedó a nombre de sus hijos, puso como condición que él debería fungir, de manera vitalicia, como el único administrador de la sociedad; b) Acorde con los estatutos de la sociedad, el indiciado estaba autorizado para proceder de la forma como se le cuestiona, y dado que la sociedad estaba necesitada de capital, porque existía una amenaza de quiebra, a fin de obtener un flujo de capital, fue que procedió a hipotecar varios de sus bienes, los cuales nunca han salido del dominio de la sociedad. 
3) En audiencia celebrada en las calendas del 13 de diciembre de 2.024, el Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira, con funciones de conocimiento, resolvió no acceder a la pretensión de preclusión deprecada por la Fiscalía; de igual manera, en contra de esa decisión, se alzaron tanto la Fiscalía como la Defensa.
LA PROVIDENCIA CONFUTADA:
Se trata de la providencia interlocutoria proferida por parte del Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira, con funciones de conocimiento, en las calendas del 13 de diciembre de 2.024, mediante la cual el Juzgado de primer nivel no accedió a una petición de preclusión deprecada por la Fiscalía en el devenir de una indagación que se surte en contra del ciudadano IJVG, quien fue denunciado por incurrir en la presunta comisión de los delitos de administración desleal; fraude procesal y uso de documento público falso.
Los argumentos esgrimidos por el Juzgado de primer nivel para no decretar la preclusión del proceso, básicamente radicaron en aducir que de los medios de conocimiento habidos en la actuación se lograba acreditar que fenomenológicamente sí existieron las conductas que en la denuncia se le reprochan al indiciado IJVG; sumado a que no se conocían elementos con los cuales se podría afirmar que dichas conductas podrían ser consideradas como atípicas. 
Para poder llegar a la anterior conclusión, el Juzgado A quo, luego de hacer un análisis de los elementos que integran el delito de administración desleal, los cuales tienen que ver con la disposición fraudulenta de bienes de la sociedad por parte de un socio o de la persona encargada de representarla legalmente, expuso que con los medios de conocimiento allegados por la Fiscalía, se logró demostrar que el indiciado, actuando a espaldas del propietario del 100% de las cuotas de interés social de la sociedad — ESTIVEN VALENCIA OSORIO — en las calendas del 15 de julio de 2.009 convocó a una reunión, mediante la cual se transformó la naturaleza de la sociedad de S.C.S a S.A.S. Posteriormente, en las calendas del 14 de octubre de 2.014, actuando nuevamente sin la presencia del Sr. ESTIVEN VALENCIA OSORIO, se transformaron los estatutos de la sociedad. 

Lo acontecido dio como resultado que el indiciado, mediante escritura pública # 3.650 del 28 de septiembre de 2.015, procediera a hipotecar en su favor noventa y tres bienes de la sociedad, lo cual lo hizo de manera autónoma y sin el respaldo ni la autorización de los socios; y como quiera que dichas hipotecas no se encontraban reflejadas en la contabilidad de la sociedad, ello en un principio podría afectar su patrimonio, como bien lo hizo saber una investigadora del C.T.I. en un informe de policía judicial que rindió luego de llevar a cabo unas pesquisas en las dependencias de la sociedad “IJVG S.A.S.”.
Asimismo, el Juzgado de primer nivel expuso que se debía tener en cuenta que posteriormente la superintendencia de sociedades, declaró la nulidad de las actas mediante la cual se transformó la sociedad de S.C.S a S.A.S, así como la inscripción de esas actas en la Cámara de Comercio. 
Por otra parte, en lo que tenía que ver con los delitos de fraude procesal y obtención de documentos público falso, el Juzgado de primer adujo que con los medios de conocimiento aducidos por la Fiscalía, se encontraba demostrado la existencia de esos reatos, por cuanto en la indagación se logró demostrar que el indiciado, con base en una información mendaz, indujo en error a un notario público, para de esa forma conseguir que se expidiera la escritura pública # 3.350 de 2.015, mediante la cual se hipotecaron unos bienes de la sociedad, la que posteriormente se registró en la oficina de registro de instrumentos públicos. 
De igual manera, se tiene que la realidad procesal era categórica en demostrar que fueron registradas en la Cámara de Comercio las actas irregulares mediante las cuales se cambió la naturaleza jurídica de la sociedad y se modificaron sus estatutos.  
Con base en los anteriores argumentos, se tiene que el Juzgado de primer nivel procedió a denegar la petición de preclusión deprecada por la Fiscalía.  

LOS RECURSOS DE APELACIÓN:
Como bien se sabe, en contra de la providencia mediante la cual el Juzgado de primer nivel no accedió a la petición de preclusión, se alzaron tanto la Fiscalía como la Defensa, quienes al unísono deprecaron por la revocatoria de la providencia confutada, y que en consecuencia se decrete la preclusión de la actuación procesal adelantada en contra del ciudadano IJVG.
- El recurso de apelación interpuesto por la Fiscalía. 
Al expresar su inconformidad, la Fiscal recurrente adujo que las conductas que se le reprochan al indiciado no ocurrieron en el mundo fenomenológico, y por tanto no se podían considerar como típicas en lo que atañe con el delito de administración desleal, por cuanto el indiciado no procedió de manera fraudulenta, ni les causó perjuicios patrimoniales a los denunciantes. 
En ese orden de ideas, la Fiscal apelante expuso que el punto neurálgico que dio pie a los reclamos efectuados por la denunciante en contra del indiciado, tienen que ver con la decisión del Sr. IJVG de hipotecar a su nombre varios bienes de propiedad de la sociedad, lo cual ocurrió para el 28/09/2.015; pero de igual manera — adujo la Fiscal recurrente — se debía tener en cuenta que el indiciado — acorde con los estatutos de la sociedad — podía proceder de esa manera, dado que tenía la condición de socio gestor, y sin importar quién fuera el titular de las acciones, él estaba facultado para tomar ese tipo de determinaciones. 

Es más — expuso la recurrente — que cuando la sociedad se transformó de una S.C.S a una S.A.S, el indiciado siguió detentando esas facultades, tanto es así que en los estatutos se adoptó una acción especial o privilegiada que le entregó la sociedad, según la cual él podía tomar el 100% de las decisiones sociales; y por ende, la determinación de hipotecar seis años después unos bienes de la sociedad, la tomó como consecuencia de esa acción privilegiada.  
Asimismo, la Fiscal apelante expuso que la decisión de hipotecar unos bienes no se puede catalogar como de fraudulenta, por cuanto el indiciado estaba facultado para ello, y por ende las decisiones tomadas en ese sentido estaban bajo el amparo de una presunción de legalidad; por ello es que la Fiscalía expuso que como consecuencia de la decisión adoptada por la Superintendencia de Sociedades, mediante la cual se declaró la ineficacia de la Asamblea en la que se varió la naturaleza jurídica de la sociedad, no podía ser utilizada como pábulo para considerar que el indiciado actuó de manera fraudulenta, porque con ello se desconocería que para ese entonces el Sr. IJVG tenía facultades para proceder de semejante manera.    

De igual manera, la Fiscal recurrente expresó que con lo acontecido a la sociedad en momento alguno se le ocasionó un perjuicio económico — que fue tasado por la denunciante en $500 millones de pesos — porque los bienes hipotecados siguen en cabeza de la sociedad; además, del contenido del informe pericial rendido por un perito, quien hizo un análisis de los estados financieros de la sociedad, se tiene que el patrimonio social no se encontraba en riesgo. 
Finalmente, la Fiscal recurrente expuso que al estar establecido que el indiciado procedió de manera legal, tal situación descartaría los reproches que se le formulan en su contra por incurrir en la presunta comisión de los delitos de fraude procesal y uso de documento público falso. 

- El recurso de apelación interpuesto por la Defensa.

Al sustentar su inconformidad, el apelante básicamente adujo que el indiciado no cometió delito alguno, porque cuando constituyó la sociedad “IJVG S.C.S.”, le traspasó a esa persona jurídica todo su patrimonio, y por eso fue que en los estatutos de la sociedad de manera expresa se consignó una cláusula, según la cual, como consecuencia de su condición de socio gestor, de manera vitalicia fungiría como su administrador, rol este que ha venido ejerciendo durante los últimos treinta y tres años, en los que ha tomado muchas decisiones como consecuencia de su condición de representante legal, entre las cuales se encuentra aquello que se le reprocha, o sea la de hipotecar varios bienes de la sociedad; lo cual fue una consecuencia de la mala situación económica por la que pasaba la sociedad, la que carecía de los recursos económicos necesarios que le permitían el poder solventar unas obligaciones. 
LA RÉPLICA:

Al ejercer el derecho de réplica, el apoderado de las víctimas se opuso a las pretensiones de los apelantes, y en consecuencia clamó por la confirmación de la providencia confutada, la cual es congruente con la realidad procesal, porque en la actuación no existe prueba que con certeza demuestre que el hecho no existió, y mas por el contrario se evidencia de manera aplastante que sí existieron los hechos que se le reprochan al indiciado; a lo que se le debe sumar que los mismos se adecuan típicamente a los delitos de administración desleal; fraude procesal y uso de documento público falso. 
Ante tal situación, el no recurrente le exigió a la Fiscalía no darle más vueltas al presente asunto, y que en consecuencia cumpla con su deber constitucional de imputarle cargos al ciudadano IJVG por incurrir en la comisión de los delitos de administración desleal; fraude procesal y uso de documento público falso.
PARA RESOLVER SE CONSIDERA:

- Competencia:

Esta Sala de Decisión, acorde con lo consagrado en el # 1º del artículo 34 del C.P.P. es la competente para resolver la presente alzada, en atención a que estamos en presencia de un recurso de apelación que fue interpuesto en contra de una providencia interlocutoria proferida en primera instancia por un Juzgado Penal — con categoría de Circuito — que hace parte de este Distrito judicial.

- Problemas Jurídicos:

Del contenido de los argumentos esgrimidos por la recurrente en la alzada, a juicio de la Sala se desprenden los siguientes problemas jurídicos:
¿Con los medios de conocimiento aducidos a la actuación, logró la Fiscalía demostrar de manera indubitable la causal de preclusión deprecada en favor del indiciado IJVG?

¿Era factible que la Judicatura pudiera abordar el estudio de una causal de preclusión diferente de aquella que fue aducida en favor del indiciado por parte de la Fiscalía?
De igual manera, como problemas jurídicos colaterales, la Sala avizora los siguientes: 
¿Se encontraba legitimada la Defensa para poder fungir como recurrente en todo aquello que tiene que ver con  la negativa del Juzgado de primer nivel de no decretar una petición de preclusión deprecada por la Fiscalía?

¿Podía la Judicatura en su decisión abordar otros hechos y otras conductas punibles diferentes de aquellas en virtud de las cuales la Fiscalía enfocó la petición de preclusión? 
- Solución:
1. La ilegitimidad que le asiste a la Defensa para no poder fungir como recurrente. 
La realidad procesal es clara en indicarnos que en contra de la providencia mediante la cual el Juzgado de primer nivel denegó la petición de preclusión deprecada por la Fiscalía, se alzaron tanto la representante del Ente Acusador como la Defensa, quienes expresaron las razones por las cuales consideraban que la providencia confutada debía ser revocada, y en consecuencia se debía decretar la preclusión. 

Estando claro que la Defensa es una de las partes que recurrió, y si a ello le aunamos la naturaleza de la providencia opugnada, todo ello le hace a la Sala colegir que la Defensa no estaba legitimada para fungir como apelante, dado que dicha potestad únicamente la detentaba la Fiscalía. 
Para poder llegar a la anterior conclusión, es menester que se tenga en cuenta que acorde con lo consagrado en el # 5º del artículo 250 de la Carta, en consonancia con lo establecido en el artículo 331 del C.P.P. por regla general la Fiscalía es el único sujeto procesal legitimado para deprecar la preclusión, lo cual lo puede hacer en cualquier etapa del proceso, y por cualquiera de las causales consagradas en el artículo 332 del C.P.P. 

Pero es de anotar que dicha potestad tiene como excepción la hipótesis consagrada en el parágrafo único del artículo 332 del C.P.P. según la cual durante el Juzgamiento, además de la Fiscalía, la Defensa y el Ministerio Público pueden deprecar la preclusión, siempre y cuando de manera sobreviniente se presenten las causales contempladas en los # 1º y # 3º, las cuales tienen que ver con: a) La imposibilidad de continuar con el ejercicio de la acción penal; b) La inexistencia del hecho.   

Al aplicar lo anterior al caso en estudio, vemos que la actuación procesal que dio génesis a la petición de preclusión deprecada por la Fiscalía, se encuentra en la fase procesal de la indagación, lo cual nos quiere decir que el Ente Acusador vendría siendo única parte legitimada para impetrar una petición de preclusión, y en consecuencia, en el evento que la Judicatura no acceda a la misma, también sería la única parte legitimada para fungir como recurrente, dado que en caso de discrepar de la decisión de denegar la preclusión de la actuación procesal, ello le podría ocasionar un perjuicio o un agravio a sus pretensiones procesales. 

Sobre lo anterior, bien vale la pena traer a colación lo que de vieja data
 — de manera pacífica — ha expuesto la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia en los siguientes términos: 

“De tal manera que si la petición de preclusión compete únicamente a la Fiscalía, y las demás partes sólo pueden acudir accesoriamente a coadyuvar o a oponerse a su pedido, la inconformidad con lo resuelto igualmente es de resorte exclusivo de esta parte, contexto dentro del cual los otros intervinientes pueden actuar exclusivamente como no recurrentes, eso es, su actuación se condiciona a que el peticionario recurra, para, ahí sí, participar respaldando o rechazando los recursos de la Fiscalía.

Si la Fiscalía está conforme con la decisión judicial y la consecuencia de ello es que no impugna, a pesar de lo cual se habilita a otros intervinientes para recurrir, ello comportaría una perversión del sistema, en tanto por esta vía se permitiría, en contra del expreso mandato legal, que una parte ajena a la Fiscalía solicitara la preclusión, pues ese es el alcance real de un recurso ajeno al ente investigador…”
.
Siendo así las cosas, al no estar legitimada la Defensa para poder fungir como recurrente en el presente asunto, ello repercutiría en el sentido que la Sala deba de abstenerse de resolver el recurso de apelación interpuesto por ese sujeto procesal en contra de la decisión proferida por parte del Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira, con funciones de conocimiento, en las calendas del 13 de diciembre de 2.024.

Sin embargo, bien vale la pena dejar en claro que la decisión inhibitoria no se constituirá en óbice de ningún tipo para que los reproches y demás reparos formulados por la Defensa en la malhadada alzada, sean tenidos en cuenta por la Colegiatura, al momento de desatar el recurso de apelación interpuesto por la Fiscalía, como alegatos de no recurrente.
Finalmente, la Sala dirá que si bien es cierto que frente a esta decisión de inhibirse de desatar la alzada procede el recurso de reposición, de igual manera, en el evento que la Colegiatura acceda a la petición de preclusión deprecada por la Fiscalía, se entendería que la defensa de manera indirecta satisfizo sus pretensiones y por ende, no estaría legitimado para interponer el antes enunciado recurso de reposición.

2. El principio dispositivo en la preclusión de la indagación o del proceso.   

Uno de los principios que rigen a la preclusión es el principio dispositivo, según el cual la misma solamente puede ser ejercida a petición de parte, o sea por la Fiscalía, y de manera excepcional por la Defensa y el representante del Ministerio Público, quienes delimitarían el contexto de su pretensiones acorde con la causal de preclusión deprecada, la cual debe estar en consonancia con los hechos jurídicamente relevantes, y acreditada con los medios de conocimiento habidos en la actuación. 
Es de anotar que la presencia del principio dispositivo se constituye en una especie de camisa de fuerza para la Judicatura, dado que la decisión que ha de tomar debe ser congruente con las pretensiones que le fueron propuestas; lo que en otras palabras nos quiere decir que la Judicatura no puede pronunciarse sobre temas ajenos de aquellos que le hayan sido postulados por las partes e intervinientes. Por lo que en un principio la Judicatura en sus decisiones estaría inexorablemente atada a los delitos que dieron pie a la petición de preclusión, así como a la causal de preclusión deprecada por las partes. 
Empero, tal camisa de fuerza no es absoluta, porque excepcionalmente la Judicatura válidamente puede pronunciarse sobre una causal de preclusión diversa de aquella deprecada por las partes, siempre y cuando el peticionario incurra en un yerro, en un lapsus o en una confusión respecto de la causal de preclusión invocada, y acorde con su argumentación se logre inferir que la misma en verdad corresponde es a otra causal diferente, la cual, de contera, se encuentra en consonancia con los hechos objeto del proceso y de los medios de conocimiento habidos en la actuación.  
En tal sentido, la Corte ha expuesto lo siguiente: 
“En los eventos en los que el representante del ente acusador invoque como fundamento de la solicitud de preclusión de la investigación una causal y su argumentación en realidad corresponde a otra diferente, como ocurre en el presente caso, la Sala debe inclinarse por resolverla conforme a la sustentación otorgada, a efectos de hacer efectivo el derecho sustancial de las partes e intervinientes a obtener decisión en torno a la controversia planteada.

Se agregó, que una circunstancia de tal particularidad no comporta el pronunciamiento respecto de causal diversa a la trazada, porque el peticionario materialmente ajustó sus razones a la que corresponde y solamente por una imprecisión conceptual erró al mencionar el motivo por el cual impetraba la preclusión…”
.

Es de precisar que la anterior excepción no procede en lo que atañe con los delitos que son objeto de la petición de preclusión, lo cual nos quiere decir que la Judicatura no puede pronunciarse sobre delitos diferentes de aquellos en los que se fundamentó lo deprecado por las partes, en especial la Fiscalía, porque de hacerlo estaría asumiendo el rol titular de la acción de la penal, y por ende «cuando la solicitud de preclusión elevada por la Fiscalía dentro de una actuación no se pronuncia sobre la totalidad de los hechos denunciados, debe entenderse que los que no fueron objeto de pronunciamiento lo siguen siendo de investigación. Ahora bien, en todo caso, es la Fiscalía la llamada a determinar cuáles de los hechos contenidos en la denuncia son jurídicamente relevantes y a partir de ahí establecer las hipótesis y líneas investigativas…»
.
Al aplicar lo anterior al caso en estudio, vemos que si bien es cierto que la petición de preclusión deprecada por la Fiscalía se fundamentó en la causal de la inexistencia de los hechos que configurarían el delito de administración desleal; pero de igual manera se tiene que cuando la Fiscalía expuso las razones de hecho como de derecho por las cuales consideraba que se debería precluir la actuación procesal, se observa que su artillería argumentativa se enfocó no en la inexistencia del hecho, sino en la atipicidad de la conducta, porque no se satisfacían los elementos necesarios para que la conducta que se le reprocha al procesado se adecuara típicamente en el delito de administración desleal, entre ellos el proceder fraudulento del sujeto agente, y la generación de un perjuicio patrimonial a los socios o la sociedad. 
Como se podrá concluir, la Fiscalía, de manera errada, confundió la causal de inexistencia de los hechos con la de la atipicidad, las cuales difieren en su esencia, porque la inexistencia de los hechos «se configura cuando, a partir de la evidencia física o elementos probatorios o la información legalmente recogida y aportados al expediente, se obtiene certeza que el suceso material investigado no aconteció; no ha ocurrido..»
; mientras que la causal de la atipicidad, parte del supuesto consistente en que los hechos sí ocurrieron en el mundo fenomenológico, pero que en los mismos no concurren los elementos que se tornan como necesarios para la existencia de la conducta punible. 

Así tenemos, a modo ejemplo, que la causal de preclusión de la inexistencia del hecho se podría presentar cuando a una persona se le endilgan cargos por el delito de homicidio, pero resulta que posteriormente se logra acreditar que el difunto no estaba muerto, sino vivito y coleando, dado que andaba de parranda. 
A su vez, la causal de preclusión de la atipicidad, tendría lugar cuando a un ciudadano se le imputan cargos por incurrir en la presunta comisión del delito de acceso carnal abusivo con menor de 14 años, pero posteriormente se logra demostrar que cuando tuvieron lugar los ayuntamientos carnales, la doncella abusada tenía una edad de 15 años. 

De los anteriores ejemplos, se tiene que en el primero de ellos nunca ocurrió el deceso violento de una persona; mientras que el segundo, pese al yerro en la edad de la agraviada, sí tuvo lugar la cópula sexual.
En el caso en estudio, era evidente que los hechos que se le reprochan al indiciado sí habían ocurrido en el mundo fenomenológico, por cuanto la realidad procesal era lo suficientemente categórica en indicar que el ciudadano IJVG, como consecuencia de su condición de representante legal de la sociedad  “IJVG S.A.S.”, mediante escritura pública # 3.650 del 28 de septiembre de 2.016, otorgada por la Notaría 3ª de este Circulo Notarial, constituyó una hipoteca — abierta y de cuantía indeterminada — por la suma de $10.000.000,oo — sobre noventa y tres parqueaderos de propiedad de la sociedad.
Si a lo anterior le aunamos que: a) El ciudadano IJVG fungía como acreedor hipotecario de la sociedad que decía representar; b) La suma por la cual se constituyó la hipoteca era de $10.000.000,oo mientras que el valor de los bienes hipotecados ascendía a $834.975.890,oo; tal situación daría pie para que se sospechara — parafraseando a WILLIAM SHAKESPEARE en la obra "Hamlet — que «algo huele a podrido en Dinamarca…»
, y en consecuencia se podía inferir — tal como lo adujo la Sra.  GLORIA LILIANA OSORIO RÍOS en la denuncia instaurada el 30 de enero de 2.017 — que ese tipo de comportamientos eran indicativos de que tal vez el Sr. IJVG quería apropiarse de los bienes de la sociedad, al constituirse en su acreedor hipotecario por una suma de dinero tan pírrica. 
De lo hasta ahora expuesto, se tiene que no existía duda alguna de la ocurrencia de los hechos que se le reprochan al indiciado IJVG, los cuales sí ocurrieron en el mundo fenomenológico, y por ende, es claro que la Fiscalía, de manera lamentable, confundió la causal de preclusión de la atipicidad por la de la inexistencia de los hechos. 

Tal situación implicaba que la Judicatura al momento de pronunciarse sobre la petición de preclusión deprecada por la Fiscalía, pudiera abordar, sin ambages de ningún tipo, la causal de preclusión de la atipicidad, y en consecuencia centrar su decisión acorde con esa causal de preclusión. 
Sin embargo, al efectuar una análisis del contenido de la providencia confutada, vemos que el Juzgado de primer nivel, a fin de denegar la petición de preclusión, solamente enfocó su decisión sobre todo aquello que de manera evidente estaba demostrado en la actuación: la existencia de los hechos que se le reprochan al indiciado; descartando, de tajo, el hacer cualquier tipo de pronunciamiento sobre lo que en verdad deprecó la Fiscalía: la preclusión de la actuación acorde con la causal de la atipicidad
. 

En ese orden de ideas, se puede decir que la Colegiatura al momento de desatar el recurso de alzada, lo deba hacer acorde con lo que en verdad propuso la Fiscalía cuando deprecó la petición de preclusión, o sea sobre la supuesta atipicidad de la conducta que se le reprocha al indiciado por incurrir en la presunta comisión del delito de administración desleal, y no en lo que tiene que ver con la inexistencia de los hechos, por cuanto, se reitera, de los medios de conocimiento allegados a la actuación, es evidente que los mismos sí ocurrieron en el mundo fenomenológico. 

Además de lo antes expuesto, la Sala también es de la opinión consistente en que el Juzgado de primer se desbordó en la providencia opugnada, porque se refirió a unos delitos que no fueron objeto de la petición de preclusión deprecada por la Fiscalía, o sea los reatos de fraude procesal y uso de documento público falso, ya que la argumentación de la representante del Ente Acusador se centró única y exclusivamente en el delito de administración desleal, y su atipicidad; y quien hizo mención de esos delitos, y de otros muchos más, fue el representante de las víctimas en el devenir de su intervención, lo que al parecer incidió para que el Juzgado A quo, de manera errada, en la decisión confutada hiciera mención de esos otros reatos. 
Todo lo anterior, nos quiere decir, acorde con lo expuesto en párrafos anteriores, que en caso de prosperar la petición de preclusión deprecada por la Fiscalía, la misma cobijará única y exclusivamente al delito administración desleal, y en consecuencia los demás reproches efectuados en contra del indiciado por incurrir en la presunta comisión de los delitos de fraude procesal, uso de documento público falso y otros más, seguirán haciendo parte de la indagación adelantada por la Fiscalía. 
3. La acreditación de la causal de preclusión que en verdad fue deprecada por la Fiscalía. 

Como ya se dijo en el acápite anterior, la Sala se centrará en establecer si de los medios de conocimiento habidos en la actuación, se lograba o no demostrar — indubitablemente — que los reproches formulados en contra del indiciado IJVG se adecuaban típicamente al delito de administración desleal; y para ello se torna como necesario el que se lleve a cabo un breve y somero estudio de la naturaleza jurídica del delito de marras, y de los elementos que son necesarios para su adecuación típica, lo cual posteriormente será confrontado con los medios de conocimiento allegados por la Fiscalía.  
En ese orden de ideas, se tiene que el delito de administración desleal — consagrado en el artículo 250B del C.P. — como presupuestos necesarios para su adecuación típica requiere de los siguientes elementos: 

· Un sujeto activo cualificado, el cual solamente lo puede ser la persona que funja como administrador; socio; directivo; asesor o empleado de una sociedad. 

· Un sujeto pasivo calificado, que vendría siendo una persona jurídica, que puede ser una sociedad constituida o en formación.  
· Una conducta, que consagra la existencia de dos comportamientos alternativos o acumulativos que se le reprochan al sujeto agente: a) La disposición fraudulenta de los bienes de la sociedad; o, b) Adquirir obligaciones a cargo de la sociedad que le causen perjuicios económicos a los socios. 
Es de destacar que en lo que tiene que ver con la conducta de «la disposición fraudulenta de bienes», la cual se amolda al caso en estudio, la doctrina ha sido del siguiente criterio:

“La tipicidad de la conducta en esta modalidad delictiva exige la concurrencia de los siguientes elementos: a. El abuso de las funciones propias del cargo; b. la disposición fraudulenta de los bienes de la sociedad; c. El provecho para el autor o un tercero, y d. La causación de un perjuicio económico a los socios…”
.
· La existencia de dos ingredientes, uno normativo y otro subjetivo, que califican la conducta: a) El abuso de las funciones del cargo por parte del sujeto agente; b) Que el sujeto activo actúe con el propósito de obtener un beneficio propio o de un tercero. 

· Un resultado, el cual consiste en que las acciones del sujeto agente, deben de ocasionar directamente a los socios un detrimento patrimonial.
Al confrontar lo anterior con los medios de conocimiento habidos en la actuación, observa la Sala que con ellos se tiene plenamente probado lo siguiente: 
· Por Escritura Pública # 1.297 del 02 de mayo de 1.991, otorgada por la Notaria 3ª del Circulo Notarial de Pereira, se constituyó la sociedad “IJVG S.C.S.”. en la cual el ciudadano IJVG detentaba la calidad de socio gestor, y como consecuencia de esa condición se le otorgó la facultad vitalicia de administrar y representar legalmente a esa persona jurídica. 
· Mediante acta # 23 del 15 de julio de 2.009, se documentó lo acontecido en una junta extraordinaria de socios — en la que se dice que el entonces menor de edad ESTIVEN VALENCIA era representado por su padre IJVG. 

En dicha junta de socios, se tomaron las siguientes determinaciones: a) Los socios decidieron transformar la naturaleza jurídica de la sociedad, la cual paso de ser una sociedad “S.C.S.” a una sociedad “S.A.S.”; b) Se designó como representante legal y administrador de la sociedad al Sr. IJVG; c) Al Sr. IJVG se le otorgó una acción especial en la toma de las decisiones de la sociedad y quedó liberado de los derechos privilegiados al voto; de  igual manera se le reconoció el derecho a percibir, de manera vitalicia, el 100% de las utilidades decretadas anualmente en el ejercicio social. 
· Por Escritura Pública # 3.650 del 28 de septiembre de 2.016, otorgada por la Notaria 3ª del Circulo Notarial de Pereira, el señor IJVG, actuando en calidad de representante legal de la sociedad “IJVG “S.A.S.”, constituyó una hipoteca abierta y de cuantía indeterminada, mediante la cual hipotecó, por la suma de $10 millones de pesos, noventa y tres parqueaderos de propiedad de la sociedad. 

Es de anotar que en ese instrumento público el Sr. IJVG figura como acreedor hipotecario de la sociedad que dice representar legalmente. 

· En las calendas del 13 de noviembre de 2.018, la perito GLORIA AMPARO GIRALDO OSORIO, rindió un informe pericial, mediante el cual hizo un análisis de los estados financieros de la entonces sociedad “IJVG S.C.S.”.
En dicho informe pericial, la experta, en lo que concita la atención de la Colegiatura, expuso lo siguiente: 

	Años auditados:
	Patrimonio de la sociedad:
	Pasivos:
	Activos corrientes

	1.991— 1.996
	$90.562.881,oo
	
	

	1.997 — 1.998
	$302.209.oo
	
	

	2.008 — 2.012
	$838.168.000,oo
	$51.087.000,oo
	

	2.017
	$849.686.000,oo
	
	$133.219.000,oo


También en ese informe, la perito expresó que la sociedad tenía hipotecados unos bienes a nombre de su socio gestor, pero que al parecer, por producto de una decisión empresarial, ello no estaba reflejado en la contabilidad; lo cual — en opinión de la perito — «en un principio afectaría el patrimonio de la sociedad…».

· En las calendas del 3 de mayo de 2.019, la Superintendencia de Sociedades — Supersociedades — profirió una sentencia, mediante la cual declaró la ineficacia de las decisiones adoptadas por los socios de la sociedad “IJVG S.C.S.” en la reunión extraordinaria documentada en el acta # 23 del 15 de julio de 2.009, mediante la cual se transformó la tipología de la sociedad, y se reformaron los estatutos, especialmente en lo que tenía que ver con la acción que liberaba de derechos privilegiados al Sr. IJVG.

Ahora bien, al efectuar un análisis integral de los antes enunciados medios de conocimiento, en consonancia con los elementos que se tornan como necesarios para la adecuación típica del delito de administración desleal, se tiene lo siguiente: 
· En lo que atañe con el elemento de la conducta del delito, lo que tiene que ver con la disposición fraudulenta de los bienes de la sociedad, lo que ocurre, como ya se dijo en párrafos anteriores, cuando el sujeto agente incurre en un abuso de las funciones propias de su cargo, vemos que acorde con los estatutos de la sociedad, ya sea esta de la tipología de una sociedad S.C.S. o de una S.A.S., se tiene que el indiciado IJVG fungía como su administrador y representante legal, y en consecuencia no incurrió en ningún despropósito ni en ninguna tropelía cuando constituyó una hipoteca sobre unos bienes inmuebles de la sociedad, porque válidamente podía proceder de la manera como se le reprocha en la denuncia, dado que actuó acorde con las funciones que le fueron otorgadas en los estatutos de la sociedad.  
· De igual manera, la Sala considera que no ha tenido lugar otro de los requisitos que se requieren para la adecuación típica del delito de la administración desleal, según el cual la conducta del sujeto agente le debe ocasionar a los socios un perjuicio en su patrimonio, por cuanto la realidad probatoria es contundente en acreditar que los bienes hipotecados nunca jamás salieron del patrimonio de la sociedad; sumado a que del contenido del informe pericial rendido por la experta GLORIA AMPARO GIRALDO OSORIO, se tiene que con lo acontecido en momento alguno la sociedad sufrió un detrimento en su patrimonio. 
Ahora bien, se podría decir que con lo conceptuado por la perito - respecto de que el patrimonio de la sociedad se encontraba afectado como consecuencia de que en su contabilidad no estaban reflejadas las deudas hipotecarias de las cuales figuraba como su acreedor el socio gestor de la sociedad - se configura este requisito, pero, para la Sala las preocupaciones expresadas por la perito en tales términos no pueden ser de recibido, porque en ningún momento la experta en su concepto expuso las razones técnicas o científicas que justificaban su opinión; ni expuso, de manera plausible, como el patrimonio de una sociedad podría ser perjudicado o aquejado en el evento que en sus libros contables no se consagre una acreencia hipotecaria. 
En fin, de todo lo antes expuesto para la Sala no existe duda alguna que del contenido de los medios de conocimiento habidos en la actuación se logró demostrar la atipicidad de los cargos enrostrados en contra del indiciado IJVG, por incurrir en la presunta comisión del delito de administración desleal, por cuanto: a) El indiciado en momento alguno llevó a cabo la conducta relacionada con la disposición fraudulenta de los bienes de la sociedad, cuando decidió constituir una hipoteca abierta sobre noventa y tres parqueaderos de propiedad de la sociedad; b) Con lo acontecido no se le ocasionó ningún tipo de detrimento patrimonial a los socios, ni se afectó el patrimonio de la sociedad. 
Ahora bien, se podría decir que la decisión de la Colegiatura de considerar que el indiciado no incurrió en la conducta relacionada con la disposición fraudulenta de los bienes de la sociedad, cuando decidió constituir una hipoteca abierta sobre unos bienes de la sociedad, estaría desconociendo lo resuelto y decidido por la Supersociedades en la sentencia adiada en calendas del 3 de mayo de 2.019, mediante la cual se declaró la ineficacia de las decisiones adoptadas por los socios de la sociedad “IJVG S.C.S.” en la reunión extraordinaria documentada en el acta # 23 del 15 de julio de 2.009, en la que se transformó la tipología de la sociedad y se reformaron los estatutos; porque como consecuencia de ese fallo, se logró demostrar que el indiciado procedió de manera arbitraria y abusiva, tanto es así que uno de los efectos de esa sentencia es que las decisiones tomadas por el indiciado perdieron validez, entre ellas aquella que tenía que ver con la constitución de una hipoteca abierta sobre noventa y tres parqueaderos de propiedad de la sociedad.
No obstante, para la Sala tales argumentos no pueden ser de recibo porque se le estaría dando efectos retroactivos a la decisión de la Supersociedades de declarar la ineficacia de un acto jurídico, lo que no es posible porque se desconocería que las consecuencias generadas por la declaratoria de ineficacia, consisten en que el acto jurídico no puede seguir produciendo efectos jurídicos, pero no de manera retroactiva sino a partir momento en que se declaró la ineficacia, lo que se conoce como efectos Ex nunc; lo cual implicaría que los actos jurídicos tomados antes de la declaratoria de ineficacia deben ser considerados como válidos.
A fin de demostrar lo antes expuesto, o sea que no son retroactivos los efectos jurídicos generados como consecuencia de la declaratoria de ineficacia de un acto jurídico, la Sala le hizo una consulta a la IA ChatGPT, a las 16:30 horas del 28 de febrero hogaño, en los siguientes términos: 

¿La declaratoria de ineficacia de un acto jurídico tiene efectos retroactivos, o por el contrario sus efectos son a partir del momento en el que el acto jurídico es declarado ineficaz?
A lo cual la IA nos respondió en los siguientes términos: 

“La declaratoria de ineficacia de un acto jurídico no tiene efectos retroactivos. Sus efectos son a partir del momento en que se declara la ineficacia, es decir, ex nunc.
Explicación:

· La ineficacia no anula el acto desde su origen ni cuestiona su validez inicial; simplemente impide que el acto produzca efectos jurídicos a partir del momento de la declaratoria.

· Lo que haya ocurrido antes de la declaratoria permanece válido y eficaz, por lo que no se afectan las situaciones jurídicas ya consolidadas.

· Esto la diferencia de la nulidad, cuyos efectos sí son retroactivos (ex tunc), como si el acto nunca hubiera existido.

Ejemplo:

Si se declara ineficaz una donación por falta de entrega del bien, la ineficacia opera desde el momento de la declaratoria en adelante. Las situaciones jurídicas previas, como las relaciones personales o patrimoniales entre donante y donatario hasta ese momento, no se alteran retroactivamente…”
.
De igual manera, en el más de los remotos de los mundos en los que se llegue a pensar que sí tiene efectos retroactivos la declaratoria de ineficacia de un acto jurídico, vemos que nada pasaría en el caso subexamine, ya que la sociedad volvería a su primigenia tipología jurídica, o sea una “S.C.S.”, en la cual el indiciado, por ser el socio gestor, ejercía su administración y representación legal, y en consecuencia estaba autorizado para poder hipotecar bienes de la sociedad. 
En resumidas cuentas, para la Sala no existe duda alguna sobre la atipicidad de los cargos endilgados en contra del indiciado IJVG por incurrir en la presunta comisión del delito de administración desleal, y por ende al estar probada de manera indubitable la causal de preclusión que en verdad fue deprecada por la Fiscalía, a la Colegiatura no le queda otra opción diferente que la de revocar la providencia confutada, y en consecuencia decretar la preclusión de la actuación procesal que se surte en contra del aludido indiciado por esos cargos.  
Finalmente, acorde con lo dicho en uno de los acápites de este proveído, la Sala debe dejar en claro que la decisión de precluir la actuación procesal, solo cobijará los señalamientos efectuados en contra del indiciado por incurrir en la presunta comisión del delito de administración desleal; lo que nos quiere decir que en lo que tiene que ver con los demás cuestionamientos efectuados en contra del indiciado por incurrir en la presunta comisión de los delitos de fraude procesal, uso de documento público falso y otros más, seguirán haciendo parte de la indagación adelantada por la Fiscalía, quien en su leal saber y entender decidirá si radica una nueva petición de preclusión, o si decide imputarle cargos al indiciado por esos reatos.
Como apunte de colofón, se considera que en el presente asunto no es necesario que se lleve a cabo la correspondiente audiencia de lectura de decisión, lo cual se torna en algo manifiestamente innecesario y totalmente superfluo, porque se está en presencia de una decisión interlocutoria de 2ª instancia en contra de la cual no procede ningún tipo de recurso.

En consecuencia de lo anterior, se ordenará que por secretaría se proceda con la notificación mediante la remisión — vía correo electrónico — con destino a las partes y demás intervinientes de copias integrales del contenido la presente providencia de 2ª instancia, tal y cual como lo regula el artículo 8º de la ley # 2.213 de 2.022. 
En mérito de todo lo antes expuesto, la Sala Penal de Decisión # 4 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE:

PRIMERO: INHIBIRNOS de resolver el recurso de apelación interpuesto por la Defensa del indiciado IJVG en contra de la providencia interlocutoria proferida por parte del Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira, con funciones de conocimiento, en las calendas del 13 de diciembre de 2.024, mediante la cual el Juzgado de primer nivel no accedió a una petición de preclusión deprecada por la Fiscalía en favor del aludido indiciado.
SEGUNDO: REVOCAR la providencia interlocutoria proferida por parte del Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira, con funciones de conocimiento, en las calendas del 13 de diciembre de 2.024, mediante la cual el Juzgado de primer nivel no accedió a una petición de preclusión deprecada por la Fiscalía, y en consecuencia se DECRETARÁ la preclusión de la actuación procesal que se surte en contra del indiciado IJVG por incurrir en la presunta comisión del delito de administración desleal.
TERCERO: ESTABLECER que los efectos de la presente decisión de precluir la actuación procesal, no cobijan los demás cuestionamientos efectuados en contra del indiciado IJVG, por incurrir en la presunta comisión de los delitos de fraude procesal, uso de documento público falso y otros más, los cuales seguirán haciendo parte de la indagación adelantada por la Fiscalía, quien en su leal saber y entender decidirá si radica otra petición de preclusión, o si decide imputarle cargos al indiciado por esos reatos.

CUARTO: ORDENAR que por Secretaría se proceda a notificar a las partes y demás intervinientes del contenido de esta providencia mediante la remisión de copias de la misma vía correo electrónico, tal y cual como lo regula el artículo 8º de la ley # 2.213 de 2.022 que avala ese tipo de notificaciones, lo que relevaría, por innecesaria, llevar a cabo la correspondiente audiencia de lectura del presente fallo de 2ª instancia.   

QUINTO: DECLARAR que en contra de la presente providencia de 2ª Instancia no procede recurso alguno. En lo que atañe con la decisión de abstenerse de desatar el recurso de apelación interpuesto por la Defensa, en un principio solo procedería el recurso de reposición, pero como quiera que se satisficieron los intereses de la defensa, dicho sujeto procesal no estaría legitimado para interponer recurso alguno. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE:
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� En tal sentido, se pueden consultar, entre otras, las siguientes decisiones proferidas por parte de la Sala de Casación Penal de Corte Suprema de Justicia: Providencia de 2ª Instancia del 1º de julio de 2.009. Rad. # 31763; Providencia de 2ª Instancia del 15 de febrero de 2.010. Rad. # 31767; Providencia del 26 de junio de 2.024. AP 3481 -2024. Rad. # 66200.


� Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal: Providencia de 2ª Instancia del 1º de julio de 2.009. Rad. # 31763.


� Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal: Providencia 2ª Instancia del 06 de diciembre de dos 2.012. Rad. # 37370.


� Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal: Providencia del 17 de julio de 2.024. AP3967-2024. Rad. # 63.409.


� Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal: Providencia 2ª Instancia del 06 de diciembre de 2.012. Rad. # 37370.


� Esa famosa frase se encuentra en el Acto I, Escena 4, y es pronunciada por el personaje Marcellus en un contexto donde se habla de las extrañas ocurrencias en Dinamarca tras la muerte del rey que refleja la corrupción y el malestar en Dinamarca durante el reinado de Claudio. (Según consulta efectuada en la web � HYPERLINK "https://chat.openai.com/chat" �https://chat.openai.com/chat� a la IA ChatGPT a las 11:39 horas del 25 de febrero de 2.025).





� Aunque no está demás admitir que el Juzgado de primer nivel se refirió a la atipicidad de manera tangencial. 


� SUAREZ SÁNCHEZ, ALBERTO: Delitos contra el patrimonio económico. Página # 397. 2ª edición. Editorial Universidad Externado de Colombia. Bogotá DC. 2.013.


� OpenAI. (2025). ChatGPT (versión del 28 de febrero de 2.025) � HYPERLINK "https://chat.openai.com/chat" �https://chat.openai.com/chat�.
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